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PRIMERA AFIRMACION

El problema del acceso a las TICs (radio, internet y otras) no es un asunto tecnológico ni económico, es fundamentalmente un tema de derechos humanos

Además de ser un fenómeno económico, las TICs se han convertido en algo más que simples herramientas para comerciar mercancías. Se están convertido en servicios públicos tan imprescindibles como el acceso al agua o al saneamiento y formidables instrumentos para garantizar derechos fundamentales.

De los principales, el de la libertad de expresión y el derecho a la información  encuentran en estas tecnologías soportes tecnológicos que pueden facilitar o impedir que las poblaciones rurales se expresen libremente o accedan a la información para poder incidir en las políticas de desarrollo que los involucran.

Organismos internacionales de desarrollo como la FAO, PNUD y otros, ya han expresado su opinión al respecto del valor de la información y comunicación para el desarrollo rural. Años de experiencias han mostrado sin lugar a dudas la importancia de incluir estos elementos, ya no solo por su aporte instrumental como uno de sus componentes de las políticas de desarrollo rural, sino como un objetivo en si mismo de esas políticas.

Parece útil, entonces, aportar un enfoque complementario y poco común, que fortalece esta perspectiva. Nos referimos a las definiciones surgidas en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y en especial, de algunos de sus instrumentos como la Relatoría Especial de Libertad de Expresión, y la Comisión y la Corte Interamericanas.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, órgano judicial del Sistema,  señalaba ya en 1985 que una limitación a los medios que permitan difundir informaciones u opiniones es una limitación directa a la libertad de expresión: 

“La libertad de prensa no se agota en el reconocimiento teórico del derecho a hablar o escribir, sino que comprende, inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier medio apropiado para difundir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor número de destinatarios.
Cuando la Convención proclama que la libertad de pensamiento y expresión comprende el derecho a difundir informaciones e ideas “por cualquier ... procedimiento”, está subrayando que la expresión y la difusión del pensamiento y de la información son indivisibles, de modo de que una restricción a las posibilidades de divulgación representa directamente, y en la misma medida, un límite al derecho de expresarse libremente”. 

Y es más, en el caso que estamos estudiando, restricciones al acceso a los medios no solo afectan el derecho de una comunidad rural o indígena a divulgar sus propias opiniones o informaciones para que los demás la conozcan, sino que afecta, en la misma medida, el derecho del resto de la comunidad a conocer esas opiniones e informaciones (en realidad, todas las necesarias) para hacerse poder ejercer a conciencia y críticamente un papel protagónico como ciudadanos.

“Cuando se restringe ilegalmente la libertad de expresión de un individuo, no sólo es el derecho de ese individuo el que está siendo violado, sino también el derecho de todos a “recibir” informaciones e ideas; de donde resulta que el derecho protegido por el artículo 13 tiene un alcance y un carácter especial.

Se ponen así de manifiesto las dos dimensiones de la libertad de expresión. En efecto, ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno”.

En lo que respecta a la radio, habitualmente ha sido considerada en un segundo plano respecto de la libertad de prensa y del derecho a la información. Se trata de un grave error, ya que el hecho de que se realice por un medio técnico determinado, no debe resultar impedimento para reconocerlo como un instrumento para ejercer derechos.
Desde el punto de vista del derecho internacional, la radiodifusión es el ejercicio de la libertad de prensa por un soporte tecnológico diferente del papel. Ello partiendo de los principios de universalidad reconocidos en el art. 19 de la Declaración de Derechos Humanos de 1948 y en el art. 13.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos de 1969: 

“Toda persona tiene el derecho de recibir, difundir e investigar informaciones y opiniones por cualquier medio a su elección”.

En el marco del Sistema Interamericano de Protección a los Derechos Humanos, esta tesitura resulta enfatizada en virtud de las previsiones del art. 13.3 que señala:

“No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones”.

Los marcos regulatorios como barrera para las radios rurales. Aunque estas emisoras son una realidad en diversos países de la región desde hace decenas de años como parte del desarrollo de un nuevo movimiento social de radios llamadas comunitarias, populares, educativas o nombres similares. Su surgimiento fue notorio fundamentalmente en los países andinos y algunos centroamericanos y reflejaba, más allá de la propiedad del medio, una lógica social participativa sin fines de lucro, y vinculada a estrategias de alfabetización o educación popular. Hoy, las radios comunitarias, y en especial las rurales, están presentes en toda la región cumpliendo un papel fundamental como expresión de grandes sectores, en especial los más pobres y vulnerables
.

Sin embargo, lo que en un momento fue común y aceptado, desde la década del 80 se convirtió en un enorme desafío democrático, producto de marcos regulatorios y políticas gubernamentales que comenzaron a excluir este modelo de comunicación del mapa comunicacional latinoamericano.

Del análisis del marco regulatorio en materia de radiodifusión surge que existen en muchos países latinoamericanos fuertes barreras y limitaciones para el acceso de las comunidades rurales a los medios de comunicación electrónicos en general.

Hay países donde existen cláusulas explícitas por las cuales se excluye de este derecho a las entidades que no estuvieran conformadas como sociedades comerciales, como ocurre en la legislación argentina
.

En otros casos (aún existiendo previsión para que estas comunidades puedan acceder a frecuencias), las restricciones u obstáculos se expresan mediante limitaciones al alcance de sus emisoras, como es el caso de las radios chilenas de mínima cobertura
 o en Brasil
. O a la imposición de utilizar una ubicación marginal del espectro violentando así cualquier posibilidad de pluralismo, tal como sucede también en Brasil con la autorización para un solo canal en todo el país.

Se le suman exclusiones a la posibilidad de conseguir recursos genuinos que permitan la autosustenatibilidad de las radios. Esta discriminación respecto a otras formas jurídicas se establece especialmente para las radios gestionadas con fines sociales en casi todos los países
 confinando a las radioemisoras no comerciales al amateurismo y limitando su capacidad de independencia.

También es posible constatar la existencia de regímenes de subasta como mecanismo de otorgamiento de frecuencias radioeléctricas, como en Guatemala
 y otros países centroamericanos, en los cuales el factor económico no sólo es preponderante, sino único. Este procedimiento fue duramente objetado por la Relatoría de Libertad de Expresión y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
, por entender que la fortuna económica no debe ser criterio para las decisiones oficiales de extender autorizaciones de uso de espectro para el ejercicio del derecho a informar y ser informado.

Tanto más grave son las previsiones legales y reglamentarias por las cuales los radiodifusores de emisoras que sean propiedad de entidades intermedias tienen limitaciones de contenido, puesto que se las destina de modo excluyente a tratar determinadas temáticas. Las cláusulas típicas en esta materia son las que obligan a difundir exclusivamente temáticas educativas o culturales como si se trataran de propagandistas y no de medios de comunicación social 
.

Aunque algunas veces las leyes y las propias Constituciones reconocen el acceso en igualdad de oportunidades, los reglamentos específicos y requisitos incluyen condiciones que limitan fuertemente o impiden esa posibilidad. Es el caso de la exigencia de umbrales técnicos o económicos para el acceso a la participación de los sistemas de adjudicación, que se vuelven infranqueables para las emisoras pequeñas y de comunidades pobres, como las rurales 
.

Junto con esas disposiciones explícitas de los marcos legales vigentes, las prácticas administrativas en su aplicación aportan nuevas fuentes de discrecionalidad y discriminación. La ausencia de mecanismos justos, democráticos y, sobre todo, transparentes, permiten que las frecuencias radioeléctricas sean entregados como regalos para amigos políticos o empresarios cercanos al poder
.

Los marcos regulatorios como entorno favorable. Como experiencias positivas y ejemplos para recoger recomendaciones para el Encuentro “La Onda Rural” en materia de radios rurales, pueden destacarse la existencia de entornos propicios al acceso a las frecuencias radioeléctricas en Colombia
 y Venezuela
 y modificaciones recientes a la legislación en Ecuador, entre otros recientes señales positivas.

En este último país, y aunque la propia Constitución
 reconoce y garantiza el derecho a la comunicación, a fundar medios de comunicación social y a acceder, en igualdad de condiciones a frecuencias de radio y televisión, las normas de menor rango en este país han sido consideradas por diversos actores sociales y académicos como contrarias a la misma. Entre las limitaciones impuestas estaban la imposibilidad de contar con recursos económicos propios (publicidad y otros) y limitaciones de potencia y cobertura territorial.

Eliminado estas barreras que afectan, entre otras, a las radios rurales, el Congreso primero y luego la Presidencia de la República establecieron que "los requisitos, condiciones, potestades, derechos, obligaciones y oportunidades que deben cumplir los canales o frecuencias de radio difusión y televisión de las estaciones comunitarias, serán los mismos que esta Ley determina para las estaciones privadas con finalidad comercial”.
A su vez, se reconoce explícitamente el derecho de comunidades indígenas, afroecuatorianas, campesinas o de cualquier otra organización social cuya labor esté orientada al "fortalecimiento de la comunidad, a la consolidación intercultural y social, a la defensa de los valores humanos, históricos, artísticos que afiancen la identidad nacional y vigoricen la vigencia de los derechos humanos" a realizar "autogestión para el mejoramiento, mantenimiento y operación de sus instalaciones, equipos y pago de personal, a través de donaciones, mensajes pagados y publicidad de productos comerciales", con la única condición de que sus utilidades sean "reinvertidas en ampliar los servicios, sistemas o equipos de las mismas o en actividades propias de la comunicación que representan". Se busca, de esta forma, permitir la autosostenibilidad de las emisoras, lo que no significa que tengan fines de lucro 
.
En Colombia, desde 1995 existen un marco regulatorio que reconoce la existencia de radios comunitarias especialmente en municipios del Interior del país
. La permanencia de una política gubernamental que no solo reconoce sino que fomenta la radiodifusión comunitaria parece ser ya una política de Estado, en la medida que se ha continuado con esta en gobiernos tan diversos como el de Gaviria, Pastrana o el actual de Uribe 
.

A este respecto, el Ministerio de Comunicaciones ha definido su objetivo como el de

“orientar su labor hacia el logro de una visión de emisoras comunitarias que operan en todos los municipios de Colombia, a cargo de organizaciones sociales fuertes, con absoluta vocación de servicio a la comunidad, sin ánimo de lucro pero sólidas desde el punto de vista financiero, y con un nivel de funcionamiento acorde a la tecnología que exige el sector de las telecomunicaciones” 

Para ello, la legislación permite a las emisoras tener potencias razonables para la cobertura de su zona de influencia y obtener recursos para sostenerse producto de publicidad, auspicios y otras fuentes
, sin discriminación respecto a otros operadores.

Complementando la existencia de un marco regulatorio favorable, se desarrollan políticas complementarias para fortalecerlas, como el Plan Nacional de Capacitación denominado “Municipios al Dial” y estudios y recomendaciones para mejorar su gestión.

En el caso de las radios indígenas no solo se habilita el uso del espectro, sino que se aseguran las infraestructuras mínimas, proprocionando el equipamiento necesario para montar una emisora.

Se trata del Programa Comunidad
 destinado a “apoyar el fortalecimiento, recuperación y conservación de la cultura, las tradiciones, costumbres, lengua y planes de vida autóctonos de las minorías étnicas colombianas (pueblos indígenas, en una primera etapa y comunidades negras en una segunda etapa del proyecto); mediante la provisión de infraestructura de radiodifusión sonora, cuya operación sea sostenible y garantice la participación de la mayoría de sectores al interior de los grupos étnicos”.

Además de montar la emisora, el Estado ofrece a las comunidades étnicas capacitación en producción, programación, gestión y administración de radio, especialmente antes de otorgar el permiso. La sostenibilidad del emprendimiento debe ser asegurada por la propia comunidad.

Ambos aspectos, marco regulatorio y políticas activas, ha permitido que actualmente se encuentren trasmitiendo más de 400 emisoras comunitarias en otros tantos municipios y que el 90% de la población indígena y la mayoría de los grupos étnicos del país se encuentre cubierta por emisoras gestionadas por las propias comunidades, en su propio idioma. Luego de cinco años de experiencia, un diagnóstico desarrollado por el propio gobierno muestra que “el 81% de las emisoras comunitarias está promoviendo el desarrollo social”.
La buena experiencia en Colombia y Venezuela, con el auspicioso cambio en Ecuador, no dejan de hacernos ver que la mayoría de los países de la región no han comprendido la importancia de las radios comunitarias ni su obligación de asegurar igualdad de oportunidades en el acceso a los medios.

Como recomendaciones sobre este tema, baste señalar los conceptos y pedidos que, en el mismo sentido, realizara el Dr. Eduardo Bertoni, Relator Especial de Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su Informe Anual 2002:

“Dada la importancia que pueden tener estos canales de ejercicio de la libertad de expresión comunitarias, resulta inadmisible el establecimiento de marcos legales discriminatorios que obstaculizan la adjudicación de frecuencias a radios comunitarias. Igualmente preocupante resultan las prácticas que, aún en los casos de funcionamiento en el marco de la legalidad, importan amenazas de cierre injustificadas, o incautación arbitraria de equipos”. 

“La Relatoría entiende que los Estados en su función de administradores de las ondas del espectro radioeléctrico deben asignarlas de acuerdo a criterios democráticos que garanticen una igualdad de oportunidades a todos los individuos en el acceso a los mismos”. 

SEGUNDA AFIRMACION

El problema del acceso a la información en zonas rurales no es solo tecnológico, es fundamentalmente un asunto político

La penetración de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación es cada vez mayor en América Latina. Sin embargo, existe una brecha internacional (entre países ricos y países pobres) y, además, una brecha digital nacional que está generando nuevas exclusiones entre los habitantes de zonas rurales y los de zonas urbanas. Esta brecha es producto de otras brechas socioeconómicas ya existentes.

El abordaje de esta brecha interna entre pesonas y comunidades de un mismo país, abre una perspectiva distinta al enfoque predominante, centrando el debate en torno a políticas de acceso e inclusión universal y no solo a los indicadores de penetración tecnológica 
.

El uso de TICs se concentra mayormente en los países desarrollados a nivel mundial y en América Latina en los países más urbanizados. Dentro de éstos, la brecha se ahonda entre ricos y pobres, pero también entre zonas urbanas y rurales. Las poblaciones indígenas se ven particularmente afectadas, tanto por razones económicas y educativas, como de idioma o por la falta de contenidos adecuados 
. 

El problema es mucho más que tecnológico. Es político, como afirma Francisco Pérez Trejo: "Existe una brecha digital que separa al mundo rural, y cerrarla no sólo es un problema de tecnología (...) es una cuestión política, y requiere voluntad política, educación y fondos". 

La tecnología como pretexto. El desarrollo de las TICs permite un acceso a la información y la divulgación de la misma de manera formidable, pero esta potencialidad puede ser promovida u obstaculizada por decisiones políticas y regulatorias. De hecho, una de las tareas que tenemos por delante es identificar cuáles barreras (y soluciones) son producto del desarrollo tecnológico y cuáles barreras (y soluciones) son producto del “desarrollo humano”.
La gestión del espectro radioeléctrico a la hora adjudicar frecuencias radioeléctricas se ha convertido en un gran pretexto técnico. Las posibilidades para que las comunidades rurales e indígenas tengan acceso a frecuencias está severamente reducida no por las dificultades tecnológicas, sino por políticas y marcos regulatorios que impiden o limitan su acceso.

No solo no existen limitaciones técnicas a nivel rural (en estas zonas las interferencias radioeléctricas no son un factor determinante) sino que los costos de montar una emisora comunitaria son muy bajos. La tecnología de FM, por ejemplo, es muy accesible a grupos con escaso poder económico que quieran utilizar este medios para informar y comunicarse con su comunidad. Pero además de ser accesible (tecnológica y económicamente) para los que “emiten”, lo es para los que “reciben”, ya que los receptores de radio están presentes en casi todos los hogares 
.

Las limitaciones a esta posibilidad, provienen de los marcos regulatorios existentes en la mayoría de los países de la región. Hemos detectado planes de uso del espectro que solo aceptan radios que trasmitan desde la capital
, o que permiten que las emisiones no sean mayores a 20 vatios 
 o que no cubran territorios mayores a 1 kilómetro 
.

Si no hay impedimentos por saturación del espectro: ¿cuál es la razón “tecnológica” de no permitir a una determinada comunidad que se extiende geográficamente en un territorio mayor (una comunidad lingüística, por ejemplo) poder acceder a una frecuencia de radio?

En poco tiempo, las radios rurales del proyecto Chilala de Cajamarca
, han mostrado su valioso aporte al desarrollo, ya que en ella hablan las mujeres y hombres de la propia comunidad. Sin embargo, enfrentan una serie de problemas debido a que la actual legislación no contempla las particularidades de las zonas rurales aisladas. “Al momento de repartir el ámbito de frecuencias, el Ministerio de Transportes y Comunicaciones considera al departamento de Cajamarca como un todo y no de manera desagregada. Al existir una gran demanda por licencias en Cajamarca (que se dirigen a la ciudad) los campesinos de las radios rurales quedan fuera de juego”. 

En cambio, la legislación colombiana citada no establece potencias en forma previa para las radios comunitarias rurales y de pequeñas localidades, sino como producto de un estudio técnico posterior al otorgamiento
. Distanciándose de normativas discriminatorias como las mencionadas, se establece así “un principio de equidad en la asignación de las licencias de radios” 
, por lo cual la potencia se definirá de acuerdo con la disponibilidad, la topografía del terreno, y la extensión del municipio o la población rural a servir.
Concentración de TICs. Las medidas activas para asegurar la diversidad cultural deben incluir acciones que promuevan el potencial diverso presente en nuestros países
, desarrollando un importante esfuerzo para promover la creación de contenidos locales, mediante el desarrollo de fondos estatales y otros estímulos positivos. Pero también a través de medidas que impidan la concentración de las TICs.

Otro aspecto relevado en la investigación, refiere justamente a los altos grados de concentración de TICs y medios radiofónicos en la región, acompañado de una fuerte extranjerización de sus capitales accionarios. Esta situación no solo pone en cuestión preceptos tradicionalmente aceptados como el de la efectiva libertad de competencia sino que limita el potencial de las TICs 
 y es una amenaza para nuestras democracias.

Nada menos que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA se expresa al respecto en forma contundente:

“Los monopolios u oligopolios en la propiedad y control de los medios de comunicación deben estar sujetos a leyes antimonopólicas por cuanto conspiran contra la democracia al restringir la pluralidad y diversidad que asegura el pleno ejercicio del derecho a la información de los ciudadanos” 
.
Los procesos de concentración no se limitan solamente a la propiedad de las tecnologías o medios, sino que incluyen el control de los mismos en cuanto a sus agendas informativas, la diversidad de voces y la disminución de los contenidos locales en función de los nacionales o globales.

En lo que respecta a su incidencia en zonas rurales, esto ha significado la existencia de emisoras repetidoras de las informaciones generadas en la capital, casi siempre en idioma castellano y en función de los intereses y expectativas de las principales ciudades. A eso hay que agregarle el uso arbitrario de la publicidad oficial, que no solo favorece o castiga en función de intereses políticos, sino que discrimina a los medios locales y rurales respecto de los grandes medios de las capitales.
La crisis económica que han sufrido la mayoría de los medios de comunicación, además han hecho muy débiles a los medios locales (sean comerciales o comunitarios), y los han “atado” a los más poderosos, perdiendo capacidad de independencia y de producción propia, tradicionalmente más ajustadas a las necesidades de las comunidades rurales de su área de cobertura. 

Lamentablemente, no hemos encontrado políticas claras para limitar o evitar la concentración excesiva y muchas veces los marcos regulatorios, aunque en algunos países incluyen cláusulas al respecto, son insuficientes para dar cuenta de este fenómeno.

La tecnología no es suficiente. Con el objetivo de cumplir con el objetivo del “acceso universal”, nuestros países están estableciendo diversas estrategias para proveer de infraestructura mínima a las zonas alejadas de los centros urbanos, con servicios tales como telefonía e Internet. 

El mercado no resolverá la llegada de las TICs a las zonas rurales, ya que no parece claro que a la iniciativa comercial privada por sí sola le interese invertir en ellas. Mas bien prefiere hacerlo en las grandes concentraciones urbanas, donde la economía de escala le permite buenos retornos del capital invertido.

A pesar de las limitaciones de capacidad y recursos en la región, los gobiernos deben asumir la responsabilidad (y parte de los costos
) de crear esa infraestructura y asegurar la provisión de servicios básicos de telecomunicaciones. 

Los esfuerzos principales incluyen desde instalación de cabinas de telefonía básica hasta modelos de acceso compartido como los telecentros. Muchos países han obtenido importantes resultados en los indicadores de acceso a Internet en los últimos años mediante la estrategia de instalar Centros Comunitarios Multipropósito (CCM), a pesar de que las personas que lo utilizan provienen de sectores muy humildes (urbanos y rurales) y posiblemente nunca tengan un computador ni una línea telefónica personal.

Las experiencias son diversas. Desde los Centros Polivalentes de Teleservicios en Honduras
 que buscan conectar villas rurales “con el resto del mundo” y dar capacitación “en torno a los conocimientos elementales de manejo”, las InfoPlazas de Panamá
, los Infocentros de Venezuela
, los Centros Tecnológicos Comunitarios de Argentina a los Centros Compartel de Colombia
, entre otros. 

Sin embargo, estas políticas no parecen ser suficientes. Las barreras de costos, la escasa disponibilidad de contenidos en el idioma local o adecuados a su realidad y la escasa apuesta a desarrollar las capacidades de la población más allá del uso básico del equipamiento y el software evidencian la limitación de una política basada solo en la llegada de hardware y cables
.

El establecimiento de precios, tarifas e impuestos sobre software y equipos “debería funcionar en pro de un acceso real para todos los grupos económicos” y reconocerse “la existencia de necesidades diferentes, y se debería incorporar una perspectiva de género para asegurar un acceso equitativo para todos y todas”  
. Es imprescindible asegurar un acceso mínimo a las infraestructuras y servicios, pero también se deberían implementar medidas más integrales que permitan utilizarlas efectivamente (reducciones de costos para sectores prioritarios, promoción de soluciones tecnológicas nacionales, educación desde la niñez, y otras).

Los telecentros comunitarios en América Latina, experiencias gestionadas por organizaciones de la Sociedad Civil, se configuran como las iniciativas más interesantes en este panorama de soluciones. Aportan “conectividad”, pero su valor agregado está en el uso de las tecnologías como herramientas para el desarrollo humano en una comunidad y el énfasis en “el uso de social y la apropiación de las herramientas tecnológicas en función de un proyecto de transformación social para mejorar las condiciones de vida de las personas” 
, aspecto fundamental cuando se habla de desarrollo rural.

Nuestros países harían bien estableciendo un marco propicio para estas experiencias, promoviéndolas y apoyándolas, sobre todo aquellas que trabajan con sectores rurales y pobres en general. Puede ser ofreciendo “ventajas fiscales, acceso a nuevas tecnologías para conectividad inalámbrica o vía satélite o fondos para la instalación de infraestructura, capacitación y promoción de programas sociales, entre otros”. 

Los gobiernos ya hacen alianzas con el sector privado, mediante llamados internacionales para tercerizar la ejecución de estas políticas en áreas rurales. Pero estos concursos en general son ganados por las empresas más grandes, algunas de ellas transnacionales. Las condiciones planteadas (como los antecedentes y otras) tienden a limitar la participación de pequeñas y medianas empresas locales, que podrían desarrollar software y soluciones más adecuadas, además de favorecer la utilización de mano de obra local y el desarrollo tecnológico del propio país.

De cualquier manera, esta construcción de capacidades se extiende a políticas de apoyo a empresas y centros de investigación locales (públicos y privados) creadores de soluciones TICs, a decisiones para aumentar los montos de inversión estatales en investigación  e incluso se relaciona profunda y directamente con la política educativa más general de nuestros países, desarrollando acciones en todos los espacios de aprendizaje y con una perspectiva de largo plazo.

Deberá promoverse la investigación y el desarrollo de soluciones tecnológicas de fuente abierta libres y sin cable
 por iniciativa estatal y mediante alianzas con centros universitarios, técnicos y empresas privadas. El uso de software libre y de fuente abierta, promovida por UNESCO y tomada como política de Estado recientemente por Argentina y Brasil, debería ser una prioridad en esta búsqueda de soluciones creativas. 

TERCERA AFIRMACION

El uso de TICs es importante pero no suficientre, es necesario promover su apropiación y gestión por parte de las propias comunidades rurales

La mayor parte de la población rural de la región no tiene acceso a la infraestructura e instrumentos para informarse, pero sobre todo, para comunicarse y generar información. Cuando se logra el acceso a las TICs, no saben como usarla, o no pueden incluir sus puntos de vista, sus informaciones y sus reclamos.

En un sentido de desarrollo rural, no alcanza con el acceso a un computador con línea telefónica.  Según la CEPAL, la conclusión principal de los debates sobre la conocida “paradoja de la productividad” de los años 80:

“el elemento central de las tecnologías para el desarrollo no consiste en conectarse a la infraestructura de TIC, sino en incorporar las soluciones digitales a las diversas formas de organización social y productiva con la mayor rapidez posible” 
.

Las visiones mercantilistas y tecnologicistas no incluyen más capacitación en sus proyectos que la mínima necesaria para ser usuarios de los nuevos servicios. En otro enfoque, la educación se convierte en un aspecto principal en tanto, además de la alfabetización informática, se pretende desarrollar habilidades necesarias para una ciudadanía activa, incluyendo la capacidad de encontrar, discriminar, utilizar y crear información y tecnologías” 
, ya no solo para usarlas, sino apropiándose de ellas.
Cada vez más las organizaciones internacionales de desarrollo implican más a la población en las decisiones a distintos niveles. Es relevante, por tanto, cómo se maneja la información en los medios de comunicación y cómo se puede generar información relevante y por los propios involucrados. El proceso de decisión implica también comunicación, no solo información. 

Incluso desde sectores que promueven el acceso como un avance democrático, muchas veces se comete el error de considerar a la “conectividad” como el indicador de impacto de una buena política en este sentido. Este enfoque, reducido a un aspecto puramente tecnológico y en la medida que no va acompañado de otras políticas, tiene dos limitaciones. 

Por un lado plantea como central la conexión de lo local con lo global, pero no desarrolla soluciones tecnológicas ni capacidades para la conexión de lo local entre sí
. Por otro, presupone que en la medida que ahora la gente puede recibir más informaciones y conocimientos mejorará su situación, aunque el contenido de las informaciones disponibles no sean relevantes para mejorar su situación o estén en idiomas que no entiende.

En países como los nuestros el énfasis debería estar en facilitar y promover la capacidad de la población rural de producir y difundir información y comunicarse.

Muchos consideran que la brecha digital, como decíamos al principio de este trabajo, es expresión de otras desigualdades. Frente a ello, se entiende que las soluciones tecnológicas no son suficientes y se propone lo que se han dado en llamar estrategias de “inclusión digital”:

“La inclusión digital promueve no sólo el acceso, sino el uso y apropiación social de las tecnologías digitales: para atender las necesidades de las comunidades, para promover la formulación de políticas públicas, la creación de conocimientos, la elaboración de contenidos apropiados y el fortalecimiento de las capacidades de las personas” 

Apoyarse en lo ya existente. Muchos temen que, además de insuficiente, la meta de que todos y todas tengan acceso a las nuevas tecnologías sea irrealizable. No parece fácil por las cifras, que muestran como la brecha se agiganta y por las condiciones de partida a las que se enfrentan nuestras economías subdesarrolladas, si se toman en cuenta las enormes desigualdades sociales y económicas existentes, amén de barreras culturales y educativas cada vez más altas.

La propia FAO ha dicho:

“es un error pensar que sin acceso a Internet las comunidades no cuentan con sistemas de información vigentes de consideración. Esto podría conducir un enfoque en exceso optimista y tecnológicamente determinista a la conclusión de que el problema sólo se resolverá cuando los sistemas vigentes de información se sustituyan con sistemas modernos”. 

¿Se podrá aprovechar la infraestructura ya existente para tener mejores resultados? Para cumplir con el objetivo de inclusión digital, no siempre son necesarias grandes inversiones ni largos plazos, sino decisiones políticas y una buena dosis de creatividad. Dos ejemplos: uno referido a nuevas tecnologías y otro a “viejas” tecnologías.

Primero. La llegada de banda ancha a todo el territorio de un país es un objetivo de cualquier agenda digital. En algunos países existen grandes limitaciones de infraestructura, pero en otros 
 es posible, con escasos esfuerzos y mucha voluntad política, facilitar el acceso utilizando infraestructura ya disponible tanto de propiedad privada como estatal.

Hacemos referencia al extenso cableado de fibra óptica de las empresas públicas de telecomunicaciones y energía eléctrica (ANTEL y UTE, respectivamente). Esta red podría ser utilizada como “common carrier” para su uso por diferentes operadores y con vistas al acceso a diversos servicios de telecomunicaciones (el creciente proceso de convergencia permitirá utilizar gran parte de ese sistema para recibir teléfono, ver TV o conectarse a Internet a través del mismo soporte físico) 
. No implican nuevas inversiones, sino un cambio del marco regulatorio y las políticas relacionadas.

Esta misma conclusión de aprovechar lo ya existente recoge la FAO cuando afirma:

“Muchas comunidades tienen muy cerca infraestructura instalada y el costo de conexión sería relativamente reducido. A lo largo de las carreteras y ferrovías que van a los mercados de muchos países está instalado el cableado de fibra óptica y la infraestructura de telecomunicaciones, y los satélites también tienen un gran potencial de proporcionar un acceso más amplio”. 

Segundo. Aunque importante, el abordaje de las políticas hacia zonas rurales no debe centrar los esfuerzos en lograr que más gente se conecte a Internet 
. De hecho, parece ser más inteligente (y menos costoso) aprovechar los sistemas de información y tecnologías ya existentes, estableciendo políticas para fortalecerlos y ampliarlos y eliminando las barreras que impiden su desarrollo.

Mientras que se estima que solo un 8% de la población latinoamericana tenía acceso a Internet en 2002, las redes de radio y TV siguen siendo la red tecnológica de mayor desarrollo en la región 
. Tanto en cantidad de emisores como de receptores.

Además de ser un fenomenal instrumento de información y comunicación, muy utilizado y aceptado por los habitantes de zonas rurales,  se comienza a pensar en forma creciente en la idea de aprovechar la sinergia de la radio con otras tecnologías, específicamente con el Internet. Políticas de acceso compartido como los telecentros en relación con radios rurales y comunitarias parece ser una de las formas de ampliar las posibilidades de acceso a la información de las comunidades rurales 
.

En otras regiones, UNESCO desarrolla con variado éxito un modelo denominado Centro Multimedia Comunitario, donde se combinan ambas tecnologías de asegurando una infraestructura mínima de NTICs que se potencia con la radio comunitaria 
. En América Latina varias experiencias comienzan a utilizar este modelo, que podría aprovechar una red muy avanzada de telecentros y radios comunitarias, que aún están muy distanciadas entre sí.

� Opinión Consultiva 5/85, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 13 de noviembre de 1985


� Op. citada


� “Las radios llamadas comunitarias (...) se erigen como medios que canalizan la expresión donde los integrantes del sector pobre suele tener mayores oportunidades de acceso y participación en relación a las posibilidades que pudieran tener en los medios tradicionales” (...). “Las radios comunitarias, que deben actuar en un marco de legalidad facilitado por los Estados, responden en muchos casos a las necesidades, intereses, problemas y expectativas de sectores muchas veces relegados, discriminados y empobrecidos de la sociedad civil”. Informe Anual 2002 sobre Libertad de Expresión, Comisión Interamericana de Derechos Humanos


� Precisamente una legislación de la dictadura en Argentina (Art. 45 Ley 22.285)


� Se les permite 1 vatio en todo el país, aunque se prevé, por vía de excepción discrecional, que pueda tener escasos 20 vatios en zonas rurales (Ley 18.168 artículo 3)


� La ley N° 9612 establece un máximo de 25 vatios, pero el reglamento (Decreto 2/98) es más restrictivo aún: sólo permite la libertad de expresión en un radio de 1 kilómetro


� Con excepción de Colombia y Venezuela, con algunas limitaciones y, recientemente, Ecuador


� Decreto 94/96. Arts. 61, 62 y concordantes.


� Informe CIDH especial sobre Guatemala OEA/Ser.L/V/II.111 6/4/2001, punto 30


� Por ejemplo, en Perú: D.S. No. 013-93, Artículo 99


� Tal el caso de México por los requerimientos de contar con cierto equipamiento de difícil acceso o la necesidad de contar con avales técnicos de difícil acceso para las comunidades pobres


� Ha sido el caso de Uruguay, entre otros


� Decreto N°1981 de 2003


� Por el Decreto N°1521 de 2001 se establece la existencia del Servicio de Radiodifusión Sonora y Televisión Abierta comunitarias de Servicio Público, sin fines de lucro, en condiciones positivas similares a las que expresaremos en el desarrollo del caso de Colombia


� Artículo 23, numeral 10


� En el mismo sentido de asegurar su sostenibilidad se expresa el Relator de Libertad de Expresión de la CIDH, Dr. Eduardo Bertoni, cuando afirma en su Informe 2002 que “La necesidad creciente de expresión de las mayorías y minorías sin acceso a medios de comunicación, y su reivindicación del derecho de comunicación, de libre expresión de ideas, de difusión de información hace imperante la necesidad de buscar bienes y servicios que les aseguren condiciones básicas de dignidad, seguridad, subsistencia y desarrollo”.


� A los efectos de esta investigación, se debe señalar que a los efectos de radios rurales el marco regulatorio es muy positivo. Sin embargo, persisten barreras para la expresión de comunidades urbanas, ya que se excluye a las grandes ciudadades de esta reglamentación


� Las evaluaciones y aprendizajes logrados han ido cambiando el concepto de servicio sonoro de radios comunitarias


“de simple difusora de programas de interés social (...) hacia una visión de medios participativos y pluralistas, orientados a satisfacer necesidades de comunicación en el municipio objeto de su cubrimiento y a facilitar el ejercicio de los derechos a la información y la participación de sus habitantes, de manera que se promueva el desarrollo social sostenible, la convivencia pacífica, los valores democráticos, la construcción de ciudadanía y la identidad cultural”, según la Ministra de Comunicaciones, Dra. Martha Elena Pinto de De Hart en el Foro Nacional de Radio Comunitaria organizado por la Cámara de Representantes, Bogotá, 21 de marzo de 2003


� Manual de administración para emisoras comunitarias, Dirección de Comunicación Social, Ministerio de Comunicaciones de Colombia, noviembre de 2000


� Donaciones, patrocinios, contribuciones, auspicios, aportes y 15 minutos de publicidad por hora de trasmisión


� Proyecto del Fondo de Comunicaciones del Ministerio de Comunicaciones, del Ministerio de Cultura y del Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo - FONADE


� Punto 43 del Capítulo E del Informe Anual 2002


� Punto 45 del Capítulo E del Informe Anual 2002


� Los caminos hacia una sociedad de la información en América Latina y el Caribe, CEPAL, julio de 2003


� Los pueblos indígenas tienen cinco veces menos probabilidaes de contar con una computadora, que la población no indígena. CEPAL, obra citada 


� Centro de Información Agraria Mundial (WAICENT), FAO


� En países como Chile o Uruguay, las estadisticas señalan hay más de un receptor por persona


� Costa Rica. Hace aproximadamente un mes, un decreto presidencial aun no vigente al momento de esta investigación, permitía al existencia de radios “regionales”


� Chile, ya citado


� Brasil, ya citado


� Impulsado por ITDG y apoyo de la Cooperación Británica


� � HYPERLINK http://www.infodes.org.pe/A_Chilala/pag_principal.htm ��http://www.infodes.org.pe/A_Chilala/pag_principal.htm�


� Aunque aún impide la existencia de radios en ciudades capitales


� Dra. Martha Elena Pinto de De Hart, ya citada


� En igual sentido se han pronunciado los tres Relatores de Libertad de Expresión de la OEA, la ONU y la OSCE (Europa) particularmente en relación a una de las TICs más problemáticas: “La promoción de la diversidad debe ser el objetivo primordial de la reglamentación de la radiodifusión; la diversidad implica igualdad de género en la radiodifusión e igualdad de oportunidades para el acceso de todos los segmentos de la sociedad a las ondas de radiodifusión”. Declaración “Desafíos a la Libertad de Expresión en el Nuevo Siglo”, noviembre de 2001


� “La creciente concentración de la propiedad y control de las TICs puede limitar su notable potencial para la potenciación social” (APC, Panel de Alto nivel sobre el papel de las TIC en el desarrollo - ECOSOC) � HYPERLINK http://www.apc.org/english/news/index.html ��www.apc.org/english/news/index.html�


� Declaración de Principios de Libertad de Expresión. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, OEA. Octubre de 2000


� Varios países han establecido Fondos especiales para los planes de acceso universal, como ser Bolivia (FITTEL) o Colombia (Fondo de Comunicaciones del Ministerio de Comunicaciones y el Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo – FONADE) 


� Proyectos piloto de la oficina de la UIT en Honduras


� Fundación Infoplazas de la Secretaría Nacional de Ciencia Tecnología e Innovación de Panamá (SENACYT). � HYPERLINK http://www.infoplazas.org.pa ��www.infoplazas.org.pa�


� � HYPERLINK http://www.infocentro.gov.ve ��www.infocentro.gov.ve�


� � HYPERLINK http://www.compartel.gov.co ��www.compartel.gov.co�


� Venezuela ataca el tema de costos ofreciendo gratuidad del servicio en los Infocentros. Otros países ofrecen tarifas reducidas 


� “Perspectivas de la Asociación para el Progreso de las Comunicaciones (APC) respecto a la CMSI”, Involucrando a la Sociedad Civil en Politicas de TIC. APC y la Campaña Derechos a la Comunicación en la Sociedad de la Información (CRIS). Setiembre de 2003


� Telecentros... ¿para qué?, Karen Delgadillo, Ricardo Gómez y Klaus Stoll, noviembre de 2002


� Telecentros... ¿para qué?, obra citada


� La tecnología Wi-Fi y sus posteriores desarrollos parecen ser, entre otras, soluciones viables para permitir la inclusión digital en comunidades rurales, por ejemplo.


� La APC (Asociación para el Progreso de las Comunicaciones) “considera que, a través del uso creativo de soluciones fuente abierta libres y sin cable, es posible que los gobiernos generen las condiciones básicas necesarias para que las personas se beneficien de las TICs y para que el sector privado de la Sociedad Civil participe en la extensión del acceso y del uso de las TICs. Creemos que las soluciones de software libre y de fuente abierta son económicamente más sustentables y, eventualmente, más confiables, desde el punto de vista técnico, que el software no libre”. Involucrando a la Sociedad Civil en políticas TIC, APC y CRIS, setiembre 2003


� CEPAL, obra citada


� Declaración de la Sociedad Civil en la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información. Diciembre de 2003


� "En la FAO utilizamos tecnología, pero nuestra prioridad es el contenido y cómo ponerla al servicio de los campesinos y de los responsables de las decisiones en nuestros países miembros. El intercambio de información es fundamental para todos, y una información más accesible significa más participación y mejores decisiones en todos los niveles". Francisco Pérez Trejo, Centro de Información Agraria Mundial (WAICENT), FAO


� La reflexión en Perú respecto a la conectividad en zonas rurales es interesante: “si bien es un avance conectar comunidades rurales que antes no estaban conectadas, es insuficiente si lo evaluamos desde la perspectiva de cómo contribuye realmente al desarrollo local. Si complementamos el enfoque actual con la promoción de la conectividad intercomunitaria significa más bien un esfuerzo de regulación y política pública que un tema exclusivamente económico o tecnológico”. Miguel Saravia, ITDG, Lima, Perú, marzo de 2003


� Telecentros... ¿para qué?, obra citada


� Enfoques... Necesidades de información para las comunidades rurales, sus instituciones, los donantes y los gobiernos: Los sistemas de información vigentes, FAO, � HYPERLINK http://www.fao.org/waicent/portal/outreach/livelihoods/es/livesyst-es.html ��http://www.fao.org/waicent/portal/outreach/livelihoods/es/livesyst-es.html�


� Uruguay, por ejemplo


� “En todo el planeta, en especial en los países desarrollados, se vive desde hace varios años lo que se ha dado en llamar la “convergencia mediática”. Por tal nombre se refiere a distintos tipos de tecnologías y servicios, que anteriormente se pensaban como independientes, tendiendo a ser vehiculizadas por un mismo medio o llegar al hogar por un mismo equipo (por ejemplo, TV y PC; red telefónica y de televisión, etc.). Hoy ya nada se piensa de modo aislado y sin considerar el “ecosistema mediático”. Es básico, en cualquier economía, no desperdiciar recursos y potenciar al máximo los existentes para crear nuevos mercados”. Carlos García Rubio, TV para abonados: La convergencia mediática a favor de la democracia, setiembre de 2003


� Enfoques... Enfoques realistas en apoyo a la información y la comunicación, FAO � HYPERLINK http://www.fao.org/waicent/portal/outreach/livelihoods/es/technology2-es.html ��http://www.fao.org/waicent/portal/outreach/livelihoods/es/technology2-es.html�


� “Aunque el acceso a Internet en las zonas rurales es en extremo limitado en la mayor parte de los países en desarrollo, y prácticamente no existe en el África rural, existe el peligro de hacer de Internet el centro de las políticas de los sistemas de información. Muchas personas del ámbito rural tienen poca escolaridad y son analfabetas, y pese a esto, cuentan con muy buenas y eficaces redes de información”. Enfoques... Fortalecimiento de las políticas y sistemas vigentes, FAO � HYPERLINK http://www.fao.org/waicent/portal/outreach/livelihoods/es/system-es.html ��http://www.fao.org/waicent/portal/outreach/livelihoods/es/system-es.html�.


� CEPAL, obra citada


� Ver por ejemplo, la experiencia de Radio Latacunga, Ecuador (� HYPERLINK http://www.ecuanex.net.ec/aa/bol2003.shtml ��http://www.ecuanex.net.ec/aa/bol2003.shtml�)


� Incluso se acompaña de metodologías como la de “radiobrowser” impulsada por la Oficina UNESCO de Ciencia y Tecnología en conjunto con AMARC





